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En 1982 el senador AJan K. S impson y el representante Ro­
mano Mazzoli presentaro n un proyec to de ley para refor­
mar la política de inmigración de Estados Unidos, con los 

elementos que en años anteriores avivaron el debate sobre los 
migrantes indocumentados : la lega li zac ión o e l programa de 
amnistía; las sanciones econó micas a los patrones; e l es table­
cimiento de un sistema federa l de identificación de trabajado­
res, y la asignación de mayores cuotas de inmigrantes para los 
países vecinos inmediatos. En la iniciativa no se mencionó la ne­
ces idad de contar con trabajadores extranjeros temporales, asun­
to que constituyó uno de los principales obstáculos en los pro­
yectos legislat ivos previos. 

Al año sigui ente e l Senado aprobó la inic iativa Simpson­
Mazzoli , pe ro surgió una seri a opos ic ión en la Cámara de Re­
presentantes y para somete rla a vo tac ión debi eron aceptarse 
alrededor de 300 enmiendas. En 1984 ambas cámaras aproba­
ron un proyecto de ley modifi cado por 2 16 votos a favor y 2 11 
en contra, pero se desmoronó en la conferencia del comité a causa 
del intenso debate sobre el cos to que impli caría instrumentarla . 

La Cámara de Comercio , la Asoc iac ión de Agricu ltores del 
Oeste, las organizac iones de defensa de los derechos humanos 
y las organi zac iones de hi spanos, como el Fondo Mex icoame­
ricano para Defensa Legal y Educación, el Consejo Nac ional de 
La Raza y la Liga de Ciudadanos Latinoameri canos Unidos fi ­
guraron entre los principales oponentes al proyec to de ley. Los 
defensores de los derechos humanos y los representantes hi spa­
nos rechazaron la inic iati va al considerar que conduciría a una 
mayor di sc riminación de los ind ividuos con rasgos hi spanos y 
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que la propuesta para comprobar la identidad de los trabajado­
res amenazaba el derecho a la privac idad del indi viduo. 

La tarjeta nacion al de verificación (nationaf ve rifica tion 
card) , que pretendía ser un sistema "seguro" para comprobar la 
eleg ibi Ji dad labora l, fu e rechazada cuando se le comparó con e l 
s istema de pasaporte inte rno usado en Sudáfrica durante e l 
apartheid; además , la ex istencia misma de una base de datos 
centrali zada con informac ión de todo mundo se consideró como 
una pos ibilidad "aborrec ibl e". 1 

Durante las audiencias sobre "el empleo deliberado de extran­
jeros il egales" (Th e Knowing Employment ojlflegaf A fi e1u), e l 
comisionado interino del Serv icio de Inmigrac ión y Naturali ­
zación (SIN) subrayó que " la ley no es tá concebida para ser ni 
será antipatronal" pues , "a diferencia de muchas leyes es tata ­
les relac ionadas con sanciones a los patrones, la ley federa l co­
rrespondiente a la contratac ión de ex tranj eros il ega les no reque­
rirá que los patrones formul en juicios referentes a la autenticidad 
de la documentación". 2 

Argumentos similares esgrimió el senador Simpson, copatro­
cinador del proyecto de ley, al des tacar que las sanciones a los 
empleadores "deben ser e l tipo de programa que no le imponga 
una ca rga onerosa a l empleador con respecto a lo que deba ha­
cer para ev itar una sanción" .3 Como concluyó un espec ia li sta 
acerca de las sanciones prev istas en e l proyecto. " una ley s i m-
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bólica no cambiará el tamaño de la población indocumentada, 
ni el volumen de los nuevos flujos" .4 

El fuerte rechazo inicial de la Cámara de Comercio a las san­
ciones a los empleadores cambió al incluirse en la nueva ley una 
disposición que los eximía de la responsabilidad de verificar 
documentos. El organismo aprobó la ley, mientras que el inte­
rés de los agricultores se centró en formular una opción que les 
asegurase una fuente de mano de obra. La legislación se presentó 
de nuevo en 1985 y se promulgó en noviembre de 1986. 

DISI'OSI('IO NES C ENTRALES DE LA LEY 

La Ley para la Reforma y el Control de la Inmigración de 1986 
(IRCA por sus siglas en inglés o Ley Pública 99-603) , me­
jor conocida como Ley Simpson-Rodino, representó la pri­

mera legislación federal formulada explícitamente para controlar 
los flujos de trabajadores indocumentados hacia Estados Uni­
dos. Los instrumentos centrales de la ley son los siguientes: pri­
mero, la aplicación de sanciones económicas a los patrones que 
contraten a personal indocumentado; segundo, la legalización 
o "amnistía" para los extranjeros indocumentados, con dos pro­
gramas adicionales para los que laboren en el campo a fin de 
asegurar mano de obra extranjera en caso de escasez, y tercero , 
la vigilancia del cumplimiento de la ley, con la asignación de re­
cursos adicionales para el SIN. 

L as sanciones a los empleadores 

En la sección 101 , concerniente al control Llel empleo ilegal Lle 
extranjeros, se tipifica como ilegal que una persona o entidad 
contrate, reclute o recomiende emplear a un extranjero, mediante 
el pago de alguna comisión, a sabiendas de que éste no tiene 
autorización para trabajar en Estados Unidos. Esta cláusula se 
aplica a todo tipo de contratantes, incluso los que subcontra­
ten todo o parte de su trabajo y los que lo hacen por día o por 
temporada . 

En las reglas aprobadas se estipula que los contratantes de­
ben solicitar a los nuevos empleados la documentación proba­
toria de su identidad y elegibilidad para trabajar en Estados 
Unidos. Para cada nueva contratación aquéllos tienen que res­
ponder y firmar la forma 1-9 o de verificación de eligibilidad de 
empleo, enlistando los documentos exhibidos como prueba, con 
sus fechas de vencimiento, y archivar una copia de los mismos. 
En la forma I-9los patrones manifiestan haber verificado que 
el contratado es un extranjero con permiso para trabajar pues se 
revisaron los documentos que acreditan tanto la identidad cuanto 
la autorización para laborar. Conforme a lo que se establece en 
dicha sección, el empleador cumple la ley al verificar, con base 
en un documento razonablemente genuino en apariencia, que 
el trabajador no es un extranjero ilegal. Así, si éste proporciona 
uno o varios documentos que parezcan genuinos y basten para 
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cumplir los requerimientos señalados, nada indica que la per­
sona o entidad empleadora deberá solicitar la presentación de 
otro documento , ni que el individuo deba presentarlo .5 

Los patrones que comprueben haber cumplido de buena f e 
dicho requisito habrán "establecido una defensa afirmativa de 
que la persona o entidad no ha violado" la norma sobre la con­
tratación deliberada de un extranjero indocumentado a sabiendas 
de su calidad migratoria.6 Al llenar la forma 1-9 y conservar una 
copia de la documentación el empleador demuestra que cumplió 
la disposición en la materia. 

La Ley requiere que los patrones completen las formas 1-9 tres 
días hábiles después de la fecha de contratación, aunque quie­
nes requieran a un empleado por menos de tres días deben cum­
plir el trámite en un plazo de 24 horas. Los inspectores del SIN, 
a su vez, deben notificar a los patrones con tres días de antici­
pación que visitarán las instalaciones de la empresa. 

Para los empleadores de extranjeros ilegales , a sabiendas de 
su condición migratoria, se fijaron sanciones que van de los 250 
dólares por la primera violación a los 1 O 000 por las subsecuentes. 
Si un empleador incurriera en un "patrón de práctica" de con­
trataciones indebidas , se hace acreedor a un cargo criminal, cuyo 
castigo puede ser hasta de seis meses de prisión. A quienes no 
llenen la forma 1-9 se les sanciona con multas de 100 a 10 000 
dólares. En la sección 1 O 1 de la IRCA también se especifica que 
para determinar el monto de la multa se tomará en cuenta el ta­
maño del negocio del empleador sancionado, la buena fe de éste, 
la gravedad de la falta , la calidad del individuo en cuestión y el 
hi storial de vio laciones previas. 7 

Prog1·amas de legalización 

La Ley estableció tres programas distintos para legalizar la si­
tuación de los inmigrantes indocumentados (sección 201 ). Uno 
de amnistía o legalización (1-687) , para quienes probaran que 
su entrada ilegal a Estados U nidos se llevó a cabo antes del1 de 
enero de 1982 y que residieron en forma continua desde la fe­
cha de ingreso hasta el momento de presentar la solicitud de le­
galización. 

El segundo programa, establecido en la sección 302, se en­
caminó a otorgar la residencia legal a cierto número de trabaja­
dores agrícolas especiales (I-700o special agricultura[ workers, 
también conocidos como SAW), así como a quienes hubieran 

5. Véase Congreso de Estados Unidos, Immigration Reform and 
ControlAct of 1986, Ley Pública 99-603 , Sección 5 .1200-3, 1986. Los 
documentos para avalar tanto la identidad del trabajador como la au­
torización para laborar son los siguientes: pasaporte de Estados Uni­
dos; certificado estadounidense de ciudadanía o de naturalización; 
pasaporte extranjero vigente si cuenta con visa para trabajar; tarjeta 
de extranjero residente ; número de seguro social, o certificado de 
nacimiento en Estados Unidos. Los documentos probatorios de la 
identidad individual son la licencia de manejo u otros documentos 
expedidos por las autoridades, siempre que tengan fotografía. 

6./bid. 
7. !bid. , secc ión 1200 , p. 9. 
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desempeñado trabajos agríco las estac ionales (spec ial agricul­
tura/ services oSAS) por un equi va lente de al menos 90 días­
hombre durante los 12 meses anteriores al 1 de mayo de 1986. 
Se fijó un plazo de 18 meses para que los ex tranjeros solicita­
ran la resi dencia tempora l conforme a es ta dispos ición, con un 
límite inicial de 350 000 as pirantes; si e l número de éstos fuera 
mayor, se determinó cons iderar a quienes cu mplieran primero 
Jos req uisi tos8 

Con el tercer programa de legali zación (sección 303) se buscó 
ev itar la escasez de mano de obra e n e l campo. Para operarlo se 
es tipuló como condición que Jos departamentos del Trabajo y 
de Agricultura determinaran la ex is tencia de escasez de mano 
de obra agrícola; en ese caso, y conforme a la IRCA, se podrá 
es tablecer un programa espec ial de admisión adiciona l de tra­
baj adores agrícolas. 

Conforme al programa Abastecimiento de Trabajadores 
Agrícolas (Replenishment Agricu ltura! Workers , o RAW) se 
podrá admitir inmigrantes después dell de octubre de 1989 siem­
pre que sea necesario por la escasez de mano de obra agrícola . 
Para asegurar el incremento de la oferta de és ta, los aspirantes 
a sumarse al programa deberán haber reali zado por lo menos 90 
días de trabajo en e l campo a l año (servicios agrícolas especia ­
les oSAS) . A difere ncia de los dos anteriores, el programa RAW 
legalizaría a los extranjeros que se encontraran o no en Estados 
Unidos, pero que hubieran trabajado en este país; los solicitan­
tes debían probar por lo menos 20 días de trabajo agrícola como 
ex tranjeros indoc umentados en Estados Unidos.9 

Vigilancia y aplicación de la Ley 

Las as ignaciones presupuestarias autori zadas para las acti­
vidades de vigil anc ia del SIN provinieron de un mandato expreso 
al ser promulgada laiRCA, incluyéndose el Fondo de Emergencia 
de Inmigración para incrementar las tareas de vigilancia de la 
Patrulla Fronteriza. La Ley es tipuló que para los años fi scales 
de 1987 y 1988 el SIN debía disponer de los fondos sufi c ie ntes 
para aumentar el número de elementos de la mencionada Patrull a, 
"de tal manera que e l ni ve! promedio de dicho personal en cada 
uno de los años fiscales[ ... ] sea al menos 50% mayor que e l ni ­
ve l correspondiente al año fisca l de 1986". 10 

Al intensificar la vig ilanc ia se espe raba difi cultar a los aspi­
rantes a indocumentados el cruce de la fro ntera, toda vez que se 
incrementaría de modo signi ficati vo la probabilidad de ser apre­
hendido. Con es ta es trateg ia di suas iva se e levaría el costo de la 

8. !bid., secc ión 302, p. 59. 
9. !bid., p. 64. La Ley considera la importancia de determinar la 

neces idad y la oferta de tr abajadores agríco las inmi grantes en el 
programa RAW. Sin embargo, no se es tab lec ió algú n procedimiento 
o criterio para "determinar la neces idad'' de fue rza de trabajo extran ­
jera; so lamente se consideró la demanda. Véase Philip L. Martin , 
"Harves t ofConfusion: lmmi gration Reform and Californ iaAg ri cul ­
ture" . fn remariona/ Migrarion Revieu·. vo l. 24, núm. 1, primavera de 
1990. pp. 69-95. 

1 O. Ley Ptíblica 99-603. p. 23. 
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inmigrac ión , pues si la e ntrada al territorio ele Estados Unidos 
es más difícil , se retrasa o se impide por la mayor v ig il anc ia, los 
recursos ele los migran tes para sobrevivir e n la fro nte ra dismi­
nuyen considerablemente a l alargarse la espera para inte ntos 
posteriores. Esto último, más el mayor riesgo ele ser aprehendido 
por la Patrulla Fronteriza, constitu yeron los mecani smos para 
desanimar a los migran tes. 

Las sanciones económ icas a los patrones se concibieron para 
aplicarse ele modo grad ual y ele hecho no se auto ri zó ninguna 
desde que se promul gó la Ley en nov iembre ele 1986 (secc ión 
115) hasta el 1 de junio ele 1987. Es te período sirvió para difun ­
dir, sobre todo entre los empleadores, los conte nidos específi­
cos de la IRCA. La segunda fase ele instrumentac ión de la Ley 
comprendió cle l l de junio ele 1987 al 1 ele mayo ele 1988; fue un 
lapso ele "citas" de l Procurador General con personas o entida­
des sospechosas ele contratación cleliberacla ele indocumentados. 
En los casos en qu e tal cosa hubie ra ocurrido , e l Procurador 
General no conduc iría ni emitiría orden alguna al respec to . 11 

La tercera fase ejecutoria ele las sanciones a los patrones co­
menzó el1 de junio de 1988 . A partir de entonces tu vo efec to la 
aplicación genera l de la ley, excepto en el sector agrícola. Para 
és te , la fecha se apl azó al 1 de diciembre ele 1988 a fin de que 
los extranjeros indocumentados pudieran solicitar su inclusión 
en los programas de legalizac ión. Durante este período c ualquier 
presunta violación ele las di sposiciones legales en el sector agrí­
cola no se pe nali za ría. 

También se inc lu yó un a res tri cción nueva -y única- para 
las operaciones de l SIN y las acti vidades ele vigilanc ia del c um­
plimiento de la Ley. Hasta antes de promulgarse ésta, el SIN podía 
realizar redadas en fábricas, granjas y campos agríco las. En la 
Sección 116 de la IRCA por primera vez se res tring ieron esas 
acciones a la verificación en los campos agrícolas. En esta nueva 
disposición se estab lec ió que ningún oficia l o empleado del SIN 
puede entrar a las insta lac iones , predios o campos agríco las s in 
e l consentimiento de l dueño (o su representante) o sin una or­
den autorizada, con e l propós ito ele interrogar a una persona 
sospechosa de ser extranj era o para interrogarla re spec to a su 
derecho a estar o permanece r e n Estados Unidos. 12 

Es ta disposición resultó del desconte nto general ele los agri­
cu ltores, quienes arg ume ntaro n que en e l pasado las redadas y 
operaciones de verif icac ión del SIN en los predios ag ríco las 
constituían un "hostigamiento" al patrón y afectaban la efic iencia 
y productividad de los trabajadores en los campos. 

Uno de los puntos más polémicos ele la IRCA fue prec isamente 
el que se concibió como el mecani smo cruc ia l para desanimar 
la contratación de indoc ume ntados y desa lentar a és tos a bus­
car empleo e n Estados Unidos: las sanciones económ icas a los 
patrones. Definir c uándo un patrón "co ntrata a sabiendas" a 
un trabajador no elegible es una tarea en ex tremo difícil. Como 
se señaló. los empleadores sólo deben examinar un documento 
-aunque su va lidez o aute nticidad no sea re levante para é l-, 
declarar que le parece bastante o ra ::.onab/emente genuino , ob-

JI. !bid ' p. JI. 
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tener una copia, mantenerl a en archivo y llenar la forma 1-9 . Así, 
el trabajador puede utilizar casi cualquier documento para "cum­
plir" con el requisito de presenta rla documentación que se le 
so lic ita. Cualquier contratante puede "cumplir" la Ley muy fá ­
cilmente porque tan só lo llena un formato y fo tocopia los docu­
mentos. Como se es tipula claramente, con ello cuenta con una 
defensa afirmativa en caso de que el SIN realice una inspecc ión. 

La Ley facilita e l cumplimiento volu ntario de los emplea­
dores, aunque no es tá claro si ello ha tenido un efecto significa­
tivo en el patrón de contratac ión de trabajadores indocumentados 
en los sectores que tradicionalmente han empleado esa mano de 
obra. Cuando el SIN ti ene razones para considerar que un patrón 
tiene trabajadores no elegibles, éste tiene tres días para " limpiar" 
sus archivos o deshacerse de esa mano de obra. En el peor de los 
casos, si los oficiales del SIN encuentran que, con base en la forma 
1-9, un trabajador indocumentado está laborando en una empresa, 
hay varias cuestiones que deberán atenderse antes de imponer 
una sanción de carácter criminal al empleador. Primero , los ofi ­
ciales del SIN deben tener ev idencia de que se contrató al traba­
j ador indocumentado "sabiendo" que no es taba legalmente au­
torizado para laborar. E n segundo lugar, e l patrón tiene una 
defensa afirmativa por su cumplimiento voluntario de la Ley. 
Tercero, para poder anular esa defensa el SIN debe probar que 
aquél " no cumplió de buena fe" . 

U na medida extrema para encontrar trabajadores indocumen­
tados es la redada en el lugar de trabaj o. A diferencia de las gran­
jas, en los demás establec imientos no es necesario notificarla con 
anticipac ión y se puede aprehender a trabajadores ilegales. En 
este caso se les expul sa de l país y e l SIN notifica al patrón la pre­
sencia de ex tranjeros ilegales en el lugar. Como siguiente paso, 
luego de un av iso con tres días de antic ipac ión, los oficiales re­
gresan a inspeccionar los expedientes I-9 y asegurarse de que 
los trabajadores expulsados no permanecen en nómina. En caso 
contrario, envían un citatorio al patrón por contratar a sabiendas 
a trabajadores indocumentados. 

Sin embargo, e l "cumplimiento voluntario" entraña el ri es­
go de que los patrones se nieguen a contratar a un so lic itante de 
empleo por sospechar que se tra ta de un trabajador indocumen­
tado, en cuyo caso se estaría violando la c láusula antidiscrimi ­
natori a de la IRCA (la Enmienda Frank), que establece que es 
ilegal discriminar a trabaj adores debido a su ciudadanía, extran­
j ería o apari~nc i a de indocumentado por su acento , indumenta­
ri a o color de piel. 

EFJ·.cros E~ 1 os 1·. \II<:Jt '"' n .s \IL'\lC' \"'os JNJHJL'I ' \11 ·. "- 1 \ltoo., 
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Numerosos estudios se han encaminado a examinar los po­
sibles efectos de la política migratoria de Es tados Unidos, 
tanto en lo referente a la permanencia de indocumentados 

en el país cuanto al retorno de és tos a sus lugares de origen y los 
empeños de quienes pretende n emigrar a esa nación. 

A finales de los ochenta Cornelius di rigió un estudio en tres 
comunidades rurales de Jali sco, M ichoacán y Zacatecas , fuen-
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tes tradicionales de emigrac ión desde el occ iden te de México , 
para examinar cómo percib ía la poblac ión a la lRCA. 13 Las tres 
co muni dades expul soras so n predo minante mente ag ríco las 
(73 % de la PEA masculina adulta se ocupaba de manera princi­
pal en el sec tor agríco la) y con tradiciones sólidas de migrac ión 
laboral hac ia Es tados Unidos . Dichas comunidades fueron es­
tudi adas de manera ampli a por di fere ntes inves ti gadores en 
períodos anteriores a la prom ulgación de la IRCA. 

La informac ión se integró con base en una encuesta aplica­
da en 946 entrev istas. La muestra incluyó a 587 jefes de fa mi­
li a no migran tes selecc ionados al azar de las tres comunidades; 
233 de emigrac ión rec iente a Estados Unidos (de 1982 a 1988) , 
de los cuales 64 habían emigrado ilegalmente desde la aproba­
ción de la IRCA, y 126 que se consideraron con posibilidades de 
emigrar por primera vez y sin experiencia laboral en condición 
de migrante en Estados Unidos . 

Se encontró que los residentes de dichas comunidades tienen 
un amplio conocimiento de la IRCA. Más de 80% de los migran tes 
recientes dij o conocer e l programa de legalización de trabaja­
dores agrícolas espec iales (SAW); 95 % sabía cómo se aplicaban 
las sanciones a los patrones; 9 1% conocía que e l uso de docu­
mentos fa lsos para obtener un empleo en Estados Unidos es ile­
gal, y 83 % consideraba más di fíc il encontrar ahora trabajo en 
ese país, a causa de las sanciones a los patro nes (véase el cua­
dro 1 ). 

Un conocimiento similar sobre las dispos iciones de la IRCA 
se detectó en personas que emigraron ilegalmente después de 
su entrada en vigor ( 1987 - 1989). Alrededor de 53 % de los po­
sibles emigrantes sabía sobre el programa SAW; 78 % acerca de 
las sanciones a los patrones, 96% conoc ía que el uso de docu­
mentos fal sos para obtener un empleo es ilegal, y 87 % opinaba 
que las posibles sanciones a los patrones había dificu ltado ob­
tener un empleo 

Alrededor de 9 1% de los aspirantes a emigrar tenía parien­
tes en el destino prev isto en Estados Unidos, mientras que 95 % 
contaba con amigos allí. 

Con base en los datos anteriores se puede considerar que la 
gran campaña para difundi r las implicaciones de la IRCA pare­
ce haber cumplido su propósi to info rmativo: los emigrantes 
rec ibieron el mensaje sobre el contenido y los efectos deseados 
de la nueva ley. Que la gran mayoría de los tres grupos entrev is­
tados estuviera al tanto de la mayor difi cultad para encontrar 
trabajo de manera ilegal muestra el efecto disuasorio de la IRCA 
para los posibles inmigrantes indocumentados. Otra interpre­
tación es que los emi grantes, tanto los experimentados cuanto 
los que por primera vez intentarían emigrar, también conocen 
la forma de burl ar la ley para conseguir trabajo porque saben 
cómo se aplican las sanciones. En suma, el pos ible efecto disua­
sor -sanciones a los patrones y mayor actividad de la Patrulla 
Fronteriza- podría ser menor debido al buen conocimiento 
que los emigrantes ti enen de las reglas del juego. El cuadro 1 

13. Wayne A. Cornelius, "Impacts of the 1986 U.S. Immigrati on 
Law on Emi grat ion from Rural Mexican Send in g Commun iti es", 
Popular ion ond Development Review, diciembre de 1989, pp. 689-705. 
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bo rado en la agri cultura de Estados Unidos 
antes de obte ner su permiso SAW; el resto de 
los so li citantes que no ca lificaba emigró sin 
documentos a ese país para reali zar un in­
tento de lega li zac ión que resultó exitoso. 16 •••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

Recien tes 
/ 982-1988 

(233) 

E migrantes 
In documentados 

/ 987-19892 

(64) 
Aspirantes 

( 126) 

Además de legali zar la s ituación de nu­
merosos emigrantes que sí y no calificaban 
y los que no lo hacía n, la !RCA atrajo a una 
gran cantidad de quienes por vez primera Ha escuchado algo sobre la IRCA 

Conoce algo sobre el programa 
de legali zac ión SAW (e ntre aquell os 
que saben acerca de la IRCA) 

Sabe cómo funcionan las sanciones 
a los patrones 

Sabe que el uso de documentos fa lsos para 
obtener trabajo en Es tados Uni dos es il ega l 

Considera que actu almente es más difíc il 
obtener e mpleo en Es tados Un idos a causa 
de las sa nciones a los pat rones 

9 1 

83 

95 

9 1 

83 

83 82 

ing resaban a Es tados Unidos de mane ra 

8 1 53 

8 1 78 

77 96 

84 87 

l . Jefes de hogar (no emi grantes) exc luidos (587). 2. Personas que emi graron hac ia Estados 
Unidos al menos un a vez de l 1 de enero de 1982 al 3 1 de enero de 1989. 

indocumentada e n pos de la legali zac ión. 
Los datos recabados por Corne lius mues­
tran que 39% de los j efes de famili a en las 
tres comunidades consideradas, así como 
4 1% de los res ide ntes que había emigra­
do a Estados U nidos desde 1982, recono­
c ió te ner parientes que fu eron a ese país 
con e l propósito exc lusivo de asegurar una 
condic ión migratori a legal conforme a los 
programas de la IRCA. 17 Las expectativas 
parecen superar los obstác ulos concebidos 
en la migración . Según Cornelius, Arroyo, 
de León y Va lenzue la, en dichas comuni -

Fuente: Way ne A. Co rnelius, "lm pacts of th e 1986 U.S . Im migrati on Law on Emi gratio n fro m 
Rural Mex ican Sendi ng Communiti es", Pop ula tion and Developm ent Review, di ciembre de 1989, 
pp. 689-705. 
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mues tra con claridad que la gente estaba informada de las com­
plicaciones que entrañaba la nueva ley migratoria. El mismo tra­
bajo de Corne lius in fo rma que un alto porcentaj e de los e ntre­
vistados ma nifes tó que todavía era posible conseguir trabajo e n 
Es tados U nidos con documentos fa lsos y muchos consideraban 
que podían obte nerlo s in ninguno. 

Otro efec to significativo de la IRCA en las tres comunidades 
referidas se relaciona con los programas de legalización. En cas i 
44% de los 587 hogares encuestados había en 1989 por lo me­
nos un mie mbro de la famili a que estaba soli citando la legali za­
ción con base, en la mayoría de los casos, en el programa SAW. 
De los 64 trabajadores encues tados que e mi graron después de la 
entrada en vigor de la IRCA, 53 % había trami tado su lega li zación 
en el marco de los programas SAW y RAW, los de lega li zac ión 
general o e l de amni stía .14 Del grupo en proceso de legalización, 
42% solicitó su trámite, pese a que sabía que legalmente no ca­
lificaban por carecer de histori a laboral en Estados Unidos; de 
cualquier manera, mencionaron la pos ibilidad de obtener una 
carta de un patrón pote nc ial para adquirir el estatus legal. 15 

En aparie ncia, no ser eleg ibles para e mpleo no detu vo a los 
emigrantes indocumentados. Antes bien, la IRCA ofrecía a mu­
chos de los no elegibles la oportunidad de legalizar su situación 
legal en Estados Unidos . Aun quienes se consideraron por pri­
mera vez como posibles emigrantes, mani fes taron la intención 
de solicitar su legali zación en el marco de l programa de amnis­
tía. En diversos análisis se ha evidenciado el fraude re lati vo al 
programa SAW. Un es tudio colectivo concluyó que só lo 59% de 
los so li ci tantes de una muestra de residentes de Jali sco había la-

14. !bid. , p. 696. 
15. !bid. 

dades no se ha presentado e l re torno ma­
sivo de emigrantes no lega li zados, e n contra de las previsio­
nes de l SIN al entrar en vigo r la Ley para la Reforma y el Control 
de la Inmi gración de 1986. 

La IRCA y los as p iran tes a emigrar 

Además de los trabaj os de los autores anteriores, un estudio de 
González y Escobar apoya la afirmac ión de q ue la IRCA pro­
pició un flujo de emi grantes primeri zos hac ia Es tados Unidos. 
Con base en una in ves tigac ión e n el municipio de Jalostotitlán , 
en la región de Los Altos de Jali sco, esos auto res encontraron 
que sólo en 1988 partieron 59 emigrantes hac ia Es tados Uni­
dos; de e llos, 45 eran primerizos y los otros 14 tenían experi en­
cia migratori a previa en ese país. Al respecto, des tacaron la alta 
ponderación de los emigrantes primeri zos , c uyo número fu e 
mayor al de c ualquiera de las emigrac iones anua les a territo­
rio estadounidense regis tradas desde 1950, inc luidos los mi ­
g ran tes primerizos y los experi mentados .18 Ambos autores 

16. JesúsArroyoA iejandre,Adrián de León A. y Bas ili a Yalenzue­
la, Migración rural hacia Estados Unidos. Un estudio regional en Ja­
lisco, Consejo Nac ional para la Cu ltu ra y las Artes , Méx ico, 199 1; 
Phili p L. Martin , o p. cit., y "The lnit ial Effects oflmmigration Reform 
on Farm Labor in Californi a", Popu/ation Research and Policy Review, 
núm. 9, 1990, pp. 255-283. 

17. Way ne A. Corne lius, o p. cit. , p. 697. 
18. Mercedes González de la Rocha y Agustín Escobar Latapí, "The 

Impact of IRCA on the Mi gratio n Pattern of a Communit y in Los Al­
tos , Jali sco, Méx ico", en Sergio Díaz-Briquets y Sidney We intraub 
(eds .), Th e E.ffects ofRece iving Countrr Policies on Migra tion Flows, 
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contaron 115 salidas durante e l trienio 1987- 1989 , con un pro­
medio de 38 .3 partidas totales por año. 19 

El número de partidas anuales en 1 alostotitlán se ha incremen­
tado en general con el paso del tiempo, pero durante los años 
ochenta fue mucho mayor que en decenios anteriores (véase el 
cuadro 2). Al parecer de 1981 a l986la cri sis mexicana influyó 
en el incremento de la emigración de ese munic ipio a Estados 
Unidos y se atribuye el incremento significativo de la migración 
en el período 1987-1989 al efecto de atracción que el IRCA ejerció 
en la población Iocal. 20 También se sugiere que la posibilidad 
de emigrar y legalizar la condición mi gratoria fu e un incentivo 
poderoso para los residentes de esa comunidad, emigrantes con 
experiencia y también posibles emigrantes. 

De los emigrantes primerizos en Jalostotitl án que se fueron 
a partir de 1987 , se informó que 76 eran indocumentados; c in­
co contaban con pase fronterizo o tarj eta de residente (gree n 

ca rd) ; seis tenían pasaporte local (o fronterizo) ; cuatro estaban 
protegidos por el programa SAW; uno poseía visa de turista ; uno 
era ciudadano estadounidense de nacimiento , y uno contaba con 
otro tipo de documento . Lejos de frenar a los emigrantes y los 
aspirantes, la promulgación de la IRCA pareció at raer un núme­
ro mayor de ellos desde las regiones tradicionalmente emisoras 
de México . 

El efecto de la IRCA en las áreas expulsoras fue contrario al 
esperado, como lo demuestra el hecho de que en 1989 alrede­
dor de 71 % de los emigrantes del municipio había buscado la 
amnistía. En los hogares entrevistados, por lo demás , ningún 
solicitante de aquélla o del SAW había sido rechazado, incluyendo 
a los emigrantes primerizos y los que poseían experi encia en 
Estados Unidos . De todos los emigrantes de Jalostotitl án só lo 
8% no había podido legali zar su si tuac ión migratoria, pero quie­
nes no lo lograron tampoco habían regresado a México Y Es 
importante subrayar que después de entrar en vigor la IRCA gran­
des cantidades de emigrantes de esa zona pudieron legalizar su 
estancia en Estados Unidos, lo cual parece haber atraído más 
emigrantes en vez de detenerlos. 

El estudio de Goldring en dos comunidades rurales, una de 
Zacatecas y otra de Michoacán , también ev idencia el efecto de 
la IRCA en el cambio de la situac ión legal de los emigrantes 
indocumentados en las comunidades expulsoras. En la de Las 
Ánimas, 65 % de los emigrantes en 1989 carecía de documen­
tos migratorios, 25% eran residentes legales o ciudadanos es­
tadounidenses, y al otro 10% se le había concedido la legaliza­
ción por medio de los programas SAW o de amnistía. En cambio, 

Series on Development and International Migration in Mexico , Central 
America, and the Caribbean Basin, vol. VI, Westview Press, Boulder, 
Colorado, 1991 , pp. 205-232. 

19 . /bid., p. 209. 
20./bid., p. 213. 
21. /bid., p. 212. Según información del SIN, hasta 1991 el progra­

ma de "amnistía" o la sección 245A de la IRCA había legalizado a 
1 760 798 extranjeros indocumentados. La "tasa de aprobación" del 
programa fue de 94.5% de los solicitantes. De la población legaliza­
da, 69% eran mexicanos, y 55% se encontraban en California y 2 1% 
en Texas, Illinois y Nueva York. 
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1951-1960 
1961 - 1970 
197 1- 1980 
198 1- 1986 
1987- 1989 

0.7 
3.5 
8.5 

14.6 
35.0 

Fuente : Mercede s Gon zá lez de la Rocha y Agu stín Escobar Latapí, "The 
Impac t of IRCA on the Mi gration Pattern of a Commu nit y in Los Altos, 
Ja li sco, México" , en Serg io Díaz-B ri que ts y Sidney Weintraub (eds .), The 
Effects of Receiv in g Country Policies on Mig ration Flo1 vs , Seri es on De­
ve lopment and lnternational Migrati on in Mex ico, Central Ameri ca, and 
the Caribbean Basin , vol. Vt , Wes tview Press , Bo ulder , Colorado , 1991 , 
pp. 205-232. 
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sólo 27 % de los emigrantes de Gómez Farías eran indocumen­
tados, 45 % tenía calidad de residentes legales o ciudadanos de 
Estados Unidos, y28 % legalizó su situación con base en los pro­
gramas de la IRCA. 22 

Massey, Do nato y Liang también se interesaron en el efecto 
disuasivo de la IRCA en la emigración mexicana indocumentada. 
Su investigación utili za dos conjuntos de datos para calcular la 
probabilidad an ual de reali zar un viaje como indocumentado , 
con base en una encuesta aplicada en dos comunidades mexi­
canas en el invierno de 1987 y en una anterior levantada en cuatro 
de ell as durante el bienio 1982- 1983 (complementada con in­
formación de otras comunidades obtenida también mediante 
encuestas en 1987 y 1988). Las dos primeras comunidades se 
encuentran en el estado de Guanajuato; una es San Franc isco 
de l Rincón , un población pequeña entonces con 70 000 habi­
tantes , y la segunda es la ciudad de León, con un millón de ha­
bitantes . 

Por principio de cuentas, los autores examinaron la prope n­
sión de los mexicanos sin experiencia previa en Estados Unidos 
para viajar por primera vez a ese país, con base en el análi sis edad­
período-cohorte . El modelo se refiere primero a San Francisco 
del Rincón. Los resultados muestran que de 1980 a 1989 1a pro­
babilidad más alta entre varones de emigrar a Estados Unidos 
en un primer viaje, sin importar la situación legal respectiva, se 
registró en 1987 , con una probabilidad alta de 0.861 (p < 10); 
también en 1980 se aprec ió una probabilidad elevada de 0.747 
(p < 05) , y en 1989 ascendió a 0 .59 1 (p < 05).23 

22. Luin Goldring, "Development and Migration: A Comparati ve 
Analysis ofTwo Mexican Migran! Ci rcu its", en Sergio Díaz-Briquets 
y Sidney Weintraub (eds.) , op. c it., pp.l37-1 74. Hasta febrero de 199 1 
casi 1.3 millones de personas habían so licitado legali zar su situación 
con base en el programa SAW; 967 71 1 extranjeros se legalizaron y 80% 
de ellos eran mexicanos. 

23. Douglas S. Massey, Katherine M. Do nato y Za i Liang, "Effects 
of the Immigration Reform and Contro l Act of 1986: Preliminary Data 
from Mexico" , en Frank D. Bean, Barry Edmonston y Jeffrey S. Passel 



El análi sis de las probabilidades por grupo de edad muestra 
que los varones de 20 a 24 años tienen la más alta propensión a 
emprender un primer viaje a Es tados Un idos, sin importar su 
condic ión lega l, con una probabilidad de 0. 876 (p < 05), y di s­
minuye en las edades de 25 a 29 años (0.0575), 30 a 34 años 
(0.431) y de 35 a 39 años (0. 245). En general, resulta mu y pro­
bable que un j oven de 20 a 24 años de edad haya emi grado a 
Estados Unidos en 1987 y 1988. 24 En contras te con el efecto 
deseado de la !RCA de frenar la emigración, di chos datos mues­
tran que las probabilidades de atraer migración indocumentada 
hacia Estados Unidos fue más alta después de promulgarse la 
!RCA que en el pe ríodo previo. 

El análisis de las probabilidades de emprender un primer viaje 
hacia Estados U nidos como emigrantes indocumentados muestra 
un patrón similar: la probabilidad de viaj ar en esas circunstan­
cias fue mayor para e l intervalo de 20 a 24 años (0.888, p < 05), 
seguido de los de 24 a 29 años (0.540, p < 05); 30 a 34 años (0.302, 
p < 10), y 35 a 39 años (-0.042). 

El modelo para la ciudad de León mos tró un patrón mu y si­
milar al de San Francisco de l Rincón. Las probabilidades más 
altas para un primer viaj e como indocumentado se observan en 
1987 (0. 766, p < 05) y en 1988 (0.548 , p < 05). Las probabili ­
dades por grupo de edad son tan altas como las de San Franc is­
co del Rincón: 20 a 24 años (0. 803, p < 05); 25 a 29 años (0.554, 
p < 05 ), y 30 a 34 años (0.312, p < 05). 25 

Donato, Durand y M assey reali zaron un estudio similar en 
siete comunidades en los es tados de Jalisco, Michoacán y Gua­
najuato , a partir de una encuesta aplicada en los inviernos de 1987 
y 1989. Con ello se examinaron cambios en el comportamiento 
migratorio antes y después de la !RCA, al estimarse las proba­
bilidades de inic iar un primer viaje como indocumentado y la 
de repetir la emigrac ión . 26 

Los resultados correspondientes apoyan las conclusiones de 
Massey, Donato y Liang. Los análi sis con base en series de tiem­
po mostraron una probabilidad alta de rea li zar un primer viaje 
como indocumentado en comunidades rurales y de menor tama­
ño en áreas urbanas . En las tres poblac iones de l campo consi­
deradas había una alta probabilidad de emigrar por vez prime­
ra en el período posterior a la adopción de la !RCA, mientras que 
en las áreas urbanas se aprec ian probabilidades baj as . 

Durante toda la década pasada la probabilidad de reali zar 
una primera incursió n de manera indocumentada hac ia Es ta­
dos Unidos fu e alta, sin ningún cambio consistente en cualquier 
direcc ión . La pro babilidad de reali zar un segundo viaj e fue 
tambié n mayor en las poblac iones rura les que e n los centros 
urbanos; la probabilidad de hacer viajes adi c ionales fue aú n 
más alta y menos variable al paso del ti empo. Un varó n de una 
comunidad , con nexos bien es tablec idos para emigrar a Es ta-

(ed. ), Un documented M igrat ion lo the Un ited States. I RCA and the 
Experience of the 1980s, Rand Corporat ion and the Urba n Institute, 
Was hington, 1990, 183-207. 

24. !bid., cuadro 6. 1, p. 192. 
25 . !b id. 
26. !bid. , cuadro 6.2, p. 194. 

sanciones económicas y migración indocumentada 

dos Unidos, tenía una alta probabilidad de emigrar como in­
doc umentado antes de cumplir 40 años (0. 80).27 

Es tas estimac iones de pro babilidad apoyan la afirm ac ión 
de que, pese a los esfuerzos de la IRCA por ampliar la vig ilancia 
en la frontera y reducir e l f lujo de inmigración indocumentada, 
la ev idencia parc ial tanto de emigrantes experimentados como 
aspirantes a emigrar sugiere que las probabilidades de empren­
de r un primer viaj e como emigran te indocumentado son al­
tas y que se han incrementado tras la aprobación de la Ley para 
la Reforma y e l Control de la Inmigrac ión de 1986. 

Las probabilidades de emigrar son elevadas para los pos ibles 
emigrantes (potenc iales) y son mucho mayores para emigran­
tes con experienc ia migratoria prev ia en Estados Unidos. Podría 
concluirse que existe evidencia, al menos parcia l, para sugerir 
que la !RCA no ha reducido las probabilidades de emigrar tanto 
para los emigrantes experimentados cuanto para aquellos sin ex­
periencia como migrantes indocumentados. 

En aparienci a, la mayor vig ilanc ia de la frontera no ha po­
dido frenar o impedir de manera efi caz que los migran tes se in­
tegren a los fluj os de migración indoc umentad a hacia aque l 
país . 

Las amplias posibilidades que tienen los e mpleadores de 
cumplir con la ley sin dej ar de contra tar a trabajadores indocu­
mentados socava e l propós ito di s uas ivo de la pol íti ca mi ­
gratori a reformada desde mediados de los ochenta. Las ope­
raciones de vigilancia e intercepción fronteri za no ti enen como 
finalidad reducir el fluj o de trabaj adores indocumentados hacia 
Es tados Unidos; ta l como las manej an las autoridades mi ­
gratori as, más bien se busca "controlar" los fluj os orientán­
dolos hac ia áreas de cruce donde sea re lati va mente más fác il 
la aprehensión. 

El mayor riesgo que ello implica para los migrantes, sin em­
bargo, no permite afirmar de modo contundente que se hayan 
reducido los fluj os . 

En la secc ión 203 de las Reformas sobre Inmigración Ilegal 
y Responsabilidad de los In migrantes en Estados Unidos de 
América de 1996, se inc luye n sanc iones a patrones que de n 
empleo a diez trabaj adores indocumentados si se demuestra que 
el empleador estaba enterado previamente de la fa lta de docu­
mentos del trabajador, y si además éstos se introduj eron il egal­
mente al país. Como se observa, la facilidad de evadir la ley, o 
dicho de otro modo, de "cumplir" la ley, sin cambiar de manera 
sustancial las prácticas de contratación patronales , no ha vari ado . 
Y los migrantes lo saben. ' 

27. Katherine M. Donato, Jorge Durand y Douglas S. Massey, 
"Stemming the Ti de: Assess ing the Deterrent Effec t of the Immigra­
tion Reform and Cont ro l Ac t", Demography, vol. 29, núm. 2, mayo 
de 1992, pp. 139- 157. Véanse también los estu dios sobre probabilidad 
de aprehensiones en la frontera en Sherri e A. Kosso udj i, "Play ing 
the Cat and the Mouse at the U.S. -Mexico Border", Demography, vo l. 
28, nú m. 2, mayo de 199 1, pp. 159- 180; Douglas S. Massey y Audrey 
Singer, "New Est imates of Undoc ume nted Mex ican Migrati on and 
the Probab ili ty ofApprehension" , Demog raphy, vo l. 32, núm . 2. 
mayo de 1995, pp. 203-2 13. 


